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Doctora 
GLADYS VILLARREAL CARREÑO 
JUEZ SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE POPAYÁN 
E. S.D. 
                          

Ref.   CONTESTACIÓN DEMANDA 
PROCESO VERBAL SUMARIO NULIDAD DE 
ACTO       JURIDICO.   
RADICADO. 2021-00614-00 

 

I.PARTES. 
 

i. DEMANDANTE.  ANTONIO JOSE PATIÑO MARÍN,       
 CC# 10.517.835 de Popayán 
ii. DEMANDADO.    DIEGO FERNANDO PATIÑO MARÍN, 

CC#    76.316.363 de Popayán, residente en Miami 

Florida en 400 Gulf Stream Way Diana Beach FL33004, 

teléfono +18609495967, sin correo electrónico activo. 

iii. APODERADO PARTE DEMANDADA.   Abogado.   JHON 
JAIRO RESTREPO MARIN, CC# 94.365.034 de Tuluá 
Valle, T.P. 371081 del C. S. de la J., residencia laboral en 
la carrera 82N # 9-625 Popayán, teléfono 3163888300, 
correo electrónico jhonja.1971@gmail.com  
 

II. CONTESTACION DE LA DEMANDA 

JHON JAIRO RESTREPO MARIN, Abogado en ejercicio, 

identificado con la cédula de ciudadanía 94.365.034 de 

Tuluá Valle, con TP. No. 371081 del C. S. J., obrando en mi 

calidad de apoderado judicial del demandado señor DIEGO 

FERNANDO PATIÑO MARÍN; estando dentro de los términos 

de  traslado señalado por el C.G.P., me permito dar 

contestación a la demanda de NULIDAD DE ACTO 

JURIDICO DENTRO DEL PROCESO VERBAL SUMARIO, 

incoado por  el señor ANTONIO JOSE PATIÑO MARIN, a su 

vez presentar las respectivas excepciones de fondo para que 

se tengan en cuenta en su momento procesal destinadas a 

que se dé por finalizado este debate litigioso y se falle a favor 

de mi representado. 
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III. SOBRE LOS HECHOS DE LA DEMANDA. 

A Los hechos que el apoderado de la parte demandante 

hace alusión, me permito referir los siguiente:  

HECHO PRIMERO: Es cierto que el señor DIEGO 

FERNANDO PATIÑO MARÍN es el menor de 7 hermanos 

descendientes de la señora MARUJA (qedp). 

HECHO SEGUNDO: Es falso, en razón a que la señora 

MARUJA adquirió el bien hoy en disputa mediante la 

modalidad de compraventa, como era la costumbre por el 

desconocimiento de otras figuras de cesión de derechos, pero 

en realidad fue una donación familiar.  

HECHO TERCERO: Es falso, y se trata de una apreciación 

subjetiva del demandante en razón a la mala fe de sus 

actuaciones y a la poca afinidad afectiva que el señor 

ANTONIO profesa contra su hermano menor DIEGO. 

HECHO CUARTO: Es cierto. El señor DIEGO FERNANDO 

se radico en los Estados Unidos, pero es falsa la apreciación 

subjetiva del demandante. Dado que el señor DIEGO 

FERNANDO recibió un apoyo económico como lo requiere 

cualquier persona que migra a otro país en busca de 

oportunidades,  no obstante, una vez establecido el señor 

DIEGO fue quien procedió a ayudar económicamente a su 

madre señora MARUJA, proveyéndola de  dinero por 

intermedio de terceras personas, considerando que, su madre 

no podía dar a conocer de estas ayudas económicas a su hijo 

ANTONIO JOSE, en razón a que éste, se las quitaba a la 

fuerza, para solventar las dificultades económicas y los 

problemas de dependencia a sustancias depresoras y 

psicoactivas que padece.  

HECHO QUINTO: Es totalmente falso. Solicito que se 

pruebe. 

HECHO SEXTO:  Son hechos infundados basados en una 

apreciación subjetiva del demandante que debe probar.  

Cabe aclararse que sobre el negocio jurídico se dio un 

acuerdo verbal de un pago con gravamen, entre la señora 
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MARUJA y su hijo DIEGO, en donde se determinó que ella, 

quedaría con el uso y goce hasta su muerte del bien inmueble 

y que su hijo DIEGO debería realizar pagos de deudas, 

inversiones de adecuaciones y mantenimiento del bien objeto 

de Litis. Gravamen al que se le dio cabal cumplimiento. 

HECHO SEPTIMO: No es cierto. Se trata de una 

afirmación infundada desprendida de una apreciación 

subjetiva del demandante. 

HECHO OCTAVO: Es falso porque, para la fecha del 

negocio el valor establecido como lo es la costumbre general, 

es con base al avalúo “IGAC”, por lo tanto, las partes 

estipularon como valor la suma de $109.500.000. Avalúo 

“IGAC”, que fue presentado ante el Notario y del cual se 

puede observar que da fe de ello en lo plasmado en las 

escrituras. Además, dicho documento es válido para la 

insinuación del negocio y fue avalado y verificado por el 

Notario. 

Cabe indicar que el valor que alega la parte demandante es 

un avalúo comercial dos años posteriores a la realización del 

negocio jurídico y se desprende del análisis del perito previa 

comprobación de las inversiones, arreglos, modificaciones, 

adecuaciones que realizó el señor DIEGO FERNANDO como 

dueño y por el compromiso verbal del gravamen pactado con 

su señora madre MARUJA, consistente en realizar las 

mejoras y adecuaciones nuevas. 

HECHO NOVENO: Es una afirmación infundada basada en 

una apreciación subjetiva del demandante, además de ser 

una afirmación vaga, injustificada por quien pretende bajo un 

falso juicio de convicción hacer creer al despacho que mi 

poderdante constriño a su madre para que firmara las 

escrituras, a sabiendas que dio cumplimiento a todas las 

rigurosidades de la Ley y de las cuales dio fe el Notario, que 

dieron como resultado la expedición de las escrituras 

públicas 3.083 del 28 de diciembre de 2012.  

Igualmente, quiere hacer creer erróneamente que la 

compraventa adolece de una nulidad absoluta desconociendo 
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que sobre este particular ya existe una sentencia que declaro 

el negocio jurídico con una nulidad relativa por tratarse de 

una donación.  

Con esto reitero que el demandante pretende bajo una 

falacia hacer creer al despacho sobre hechos que no son 

verdaderos. 

HECHO DECIMO: Es una afirmación basada en una 

apreciación subjetiva del demandante, que desconoce la 

voluntad, el querer y la capacidad de su progenitora del 

derecho que le asistía a su libre y arbitrio disposición de sus 

bienes. Por ende, no le era obligatorio informar de su decisión 

a los demás hijos, sabedora de la mala relación que ha 

existido entre sus hijos y más concretamente entre el señor 

ANTONIO JOSE y DIEGO FERNANDO. 

HECHO ONCE: Es parcialmente falso, toda vez que es de 

universal conocimiento quien es el propietario del inmueble 

hoy en disputa, por hechos notorios como que los recibos de 

servicios domiciliarios entre ellos el del acueducto y 

alcantarillado aparecen a nombre de DIEGO FERNANDO 

como usuario y propietario; como el hecho de que el recibo de 

pago predial que también llega de manera física al inmueble 

está a nombre del propietario del inmueble señor DIEGO; el 

hecho notorio del señor DIEGO de nombrar un administrador 

de dicho bien; el hecho notorio del señor DIEGO de realizar 

inversiones de arreglos y adecuaciones, entre otros. Por lo 

tanto, no existió nunca el ocultamiento de dicha tradición. 

Aún más es el señor DIEGO FERNANDO quien cancela los 

recibos de servicios e impuestos. Práctica que es notoria de la 

persona que ejerce las actividades de amo y dueño. 

HECHO DOCE: Es falso, toda vez que el señor JOSE 

ANTONIO, ejerce después de la muerte de la señora MARUJA, 

una posesión irregular desplegando actividades que ha 

afectado a sus vecinos por su comportamiento agresivo. A su 

vez el señor DIEGO como legítimo propietario lo ha requerido 

para que reivindique el inmueble de manera pacífica y hasta 

ofreciéndole dinero, en consideración a que sobre el inmueble 
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ya existe un negocio de compraventa el cual no ha podido ser 

registrado por los problemas con el demandante. 

HECHO TRECE: Es falso. Corresponde a una falacia del 

demandante. Sin considerar que el señor JOSE ANTONIO, 

fue acogido por su señora madre, al verlo fracasar en su 

relación familiar como también por el hecho de haber salido 

de la cárcel sin tener a donde ir, aunado a sus problemas de 

dependencia. Acogida del que la señora MARUJA informó a 

su hijo DIEGO, quien no vio problema en dicho momento y 

quien nunca imagino los problemas que surgirían a futuro. 

HECHO CATORCE: Es falso, se desprende de una 

apreciación subjetiva del demandante y de hechos anteriores 

a la decisión de donar de doña MARUJA y que no tienen nada 

que ver con la legalidad del negocio jurídico.  

HECHO QUINCE: Es parcialmente verdadero, toda vez que 

el señor JOSE ANTONIO ejerce es una posesión irregular, en 

vista de ello, se han ejercidos labores conciliatorias por parte 

del señor DIEGO con el señor JOSE ANTONIO, en donde se le 

ha hecho un ofrecimiento de una suma de dinero para que 

reivindique de manera pacífica el inmueble y poder entregarlo 

a su nuevo dueño. 

HECHO DIECISEIS: Es cierto. 

HECHO DIECISIETE: Es cierto que dio contestación a la 

demanda. 

HECHO DIECIOCHO: Es cierto. De dicho proceso se surtió 

un fallo judicial declarando una nulidad relativa del contrato 

de compraventa en razón a que la intención de la señora 

MARUJA para con su hijo DIEGO FERNANDO, era el de 

donarle el inmueble.  

HECHO DIECINUEVE: Es cierto. Y así lo ratifica la parte 

demandante, a su vez la sentencia judicial, en donde se 

establece que el negocio entre la señora MARUJA y su hijo 

DIEGO fue el de una DONACIÓN. Las demás afirmaciones 

deben ser probadas. 
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HECHO VEINTE: Es cierto que el negocio entre la señora 

MARUJA y su hijo DIEGO FERNANDO se trató de una 

donación, como lo ratifica la parte demandante y la sentencia 

judicial ya referida. Los demás hechos que atacan su validez 

debe ser probados. 

HECHO VEINTIUNO: Es cierto. 

IV. SOBRE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA. 
PRIMERA: Me opongo, porque la solicitud se basa en 

apreciaciones subjetivas del demandante. En cambio, lo 

establecido en la Sentencia Judicial, fue DECLARAR LA 

NULIDAD RELATIVA DEL CONTRATO DE COMPRAVENTA, 

en efecto a que las consideraciones del Juez, determinaron 

que la intención de la señora MARUJA era la de donarle a su 

hijo DIEGO FERNANDO y en las mismas consideraciones el a 

quo, no encontró ningún indicio de ocultamiento, ni vicios de 

invalidez, de consentimiento, de capacidad y de voluntad, 

para tomar alguna otra decisión.   

SEGUNDA: Me opongo, porque la insinuación como la 

demostración del valor del inmueble no requiere tarifa legal y 

se suple con la presentación de las partes ante Notario, como 

lo hicieron la señora MARUJA y su hijo DIEGO FERNANDO, 

lugar en donde el Notario Primero del circulo de Popayán 

comprobó la intensión de la señora MARUJA de realizar el 

negocio jurídico y la intensión del señor DIEGO FERNANDO, 

de  recibir la tradición del bien inmueble, para ello, el Notario 

verifico los requisitos de capacidad, de voluntad del 

consentimiento, de la licitud del objeto, de la insinuación y 

valor, por lo que al no encontrar vicios aprobó la 

protocolización de dicho negocio jurídico en las escrituras 

3.083 del 28 de diciembre de 2012.  

Cabe resaltar que las partes convinieron en un acuerdo 

verbal de un gravamen en donde el señor DIEGO FERNANDO 

como donatario se comprometió con su madre señora 

MARUJA como donante, a pagar las deudas que pesaban 

sobre el inmueble, a realizar adecuaciones, a realizar 

mantenimientos, mejoras y toda clase de adecuaciones de las 
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cuales disfrutó y usufructuó su madre hasta su muerte. 

Gravámenes que el donatario cumplió a cabalidad y que 

suple el requisito de la insinuación. 

TERCERA: Me opongo, porque el negocio jurídico no 

adolece de causales que revoquen su validez, por ende, 

cumplió con todas las formalidades que irradian los efectos 

jurídicos del contrato y no va en contravía de la intensión de 

los contratantes. Por tal razón no es viable ordenar la 

cancelación y registro. 

CUARTA: Me opongo. Y solicito no acceder a dicha 

pretensión por ser lesiva e ir en contravía del principio de la 

buena fe. 

QUINTA. Me opongo. Y solicito no acceder a dicha 

pretensión por ser lesiva e ir en contravía del parágrafo 

primero del artículo 281 del Código General del Proceso. 

En conclusión, solicito al despacho se resuelvan 

desfavorablemente todas las pretensiones de la parte 

demandante y se acojan las pruebas y peticiones que se 

aportan en el presente escrito. 

V. EXEPCIONES   DE MERITO O DE FONDO 
Por las razones expuestas en la contestación a los hechos y 

a las pretensiones más las pruebas que se aportan, ruego a 

usted señora Juez, acoger y decretar las siguientes 

excepciones: 

PRIMERA. 

Su señoría solicito dar aplicación a la “EXCEPCIÓN DE 

PREVALENCIA DE LA INTERPRETACIÓN DE LOS 

CONTRATOS”. Toda vez que los negocios jurídicos no deben 

de estar inmersos en incertidumbre jurídica y la intensión y 

voluntad de la señora MARUJA MARIN DE PATIÑO (qepd), 

era que el bien hoy inmerso en esta Litis, quedara bajo total 

dominio, disposición y tradición de su hijo DIEGO 

FERNANDO PATIÑO MARÍN. Es por ello que, por su 

desconocimiento normativo y por haber sido la forma como 

ella lo recibió en tradición de parte de su familia sin ningún 

inconveniente y sin oposición, opto por utilizar la misma 
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figura del contrato de compraventa y no la que le era dada 

para esta situación como es la “DONACIÓN ENTRE VIVOS”. 

Acto jurídico que fue reconocido por fallo judicial proferido 

por el señor Juez Segundo de Pequeñas Causas y 

Competencia Múltiple en sentencia del 10 de agosto de 2020, 

y que es reconocido y ratificado por la parte demandante 

como una voluntad de su progenitora. Distinto que, se está 

es en oposición, del requisito formal de la insinuación que 

debía contener el acto de donación como lo establece el 

artículo 1 del Decreto 1712 de 1989 que modificó el 

artículo 1458 del código Civil, y con el que se pretende 

buscar la nulidad del negocio jurídico. Por consiguiente, al no 

adolecer este negocio jurídico de los requisitos de las 

voluntades, de la capacidad de las partes, de no contener 

vicios del consentimiento y ser licito el objeto y al haberse 

cumplido el requisito legal de la insinuación, es dable la 

aplicación de los artículos 1618 y 1621 del Código Civil, que 

ordena dar prevalencia a la intención o naturaleza del 

contrato en concordancia con el artículo 1603 de la misma 

norma y que expresan:  

“Art. 1618 Código Civil Colombiano: Conocida 

claramente la intensión de los contratantes, debe estarse 

a ella más que a lo literal de las palabras”. 

“Art. 1621 Código Civil Colombiano: En aquellos 

casos que no apareciera voluntad contraria, deberá 

estarse a la interpretación que mejor cuadre con la 

naturaleza del contrato. 

Las cláusulas de uso común se presumen, aunque no se 

expresen” 

“Art. 1603 Código Civil Colombiano: Los contratos deben 

ejecutarse de buena fe, y por consiguiente obligan no solo a 

lo que en ellos se expresa, sino a todas las cosas que 

emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o 

que por la ley pertenecen a ella.” 

Para su prueba téngase a las voluntades contenidas en la 

escritura 3.083 del 28 de diciembre de 2012 y la adicción 
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contenida en la escritura 673 del 11 de abril de 2013 que se 

anexan. Y copia de la Sentencia Judicial del 10 de agosto 

de 2020, radicado 2019-00228-00. Proferida por el señor 

Juez Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple 

de Popayán, en donde se estableció que la intensión del 

negocio era el de una donación. 

SEGUNDA. 

 Su señoria a la vez solicito se acoja la “EXCEPCIÓN DE LA 

VALIDEZ INSTRUMENTAL DE LAS ESCRITURAS 

PÚBLICAS”.  Lo que quiere decir que las escrituras públicas 

N° 3.083 del 28 de diciembre de 2012, matrícula inmobiliaria 

120-520048, y su adicción mediante escritura 673 del 11 de 

abril de 2013 protocolizadas ante la Notaria Primera del 

circulo de Popayán,  es ante la luz normativa validad y  

legalmente concebida, Toda vez que así fue considerada por el 

Juez 2° de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de 

Popayán, dentro del proceso verbal Sumario Reivindicatorio 

de radicado 2019-00228-00, que  culminó con la sentencia 

de fecha 10 de agosto de 2020, cuyo fallo fue declarar la 

NULIDAD RELATIVA por errada certeza de las partes que 

la presentaron como un contrato de COMPRAVENTA, pero 

que en realidad se disponía era una DONACIÓN. Más no se 

atacó su validez al haberse constatado que el Notario donde 

se protocolizó este negocio verificó y comprobó la capacidad, 

voluntad, querer de las partes, la insinuación del precio con 

la presentación del avalúo “IGAC” y el objeto y la causa licita 

del bien inmueble.  

Para su prueba téngase a las voluntades contenidas en 

la escritura 3.083 del 28 de diciembre de 2012 y la adicción 

contenida en la escritura 673 del 11 de abril de 2013 que se 

anexan. 

TERCERA. 

Su señoria a la vez solicito se dé aplicación de la 

“EXCEPCIÓN DE INEXISTENCIA DE LA CAUSAL PARA 

ANULAR EL ACTO JURIDICO PROTOCOLIZADO EN 

ESCRITURA PÚBLICA”. En cuanto que, es claro el 

reconocimiento en Sentencia Judicial del 10 de agosto de 
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2020, radicado 2019-00228-00 proferida por el Juzgado 

Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de 

Popayán y de la ratificación de la parte demandante en 

relación a que el negocio jurídico celebrado por la extinta 

MARUJA MARIN DE PATIÑO y su hijo DIEGO FELIPE 

PATIÑO MARIN, se trató de una DONACIÓN.  

Sobre la validez de este negocio jurídico el Juez en su 

parte considerativa indico: 

“...El despacho descarta la configuración de la 

simulación absoluta debido a que en el plenario no se 

encontró ninguna prueba contundente sobre alguna 

situación de  insolvencia de la señora MARUJA 

MARÍN DE PATIÑO, la existencia de alguna sociedad 

conyugal próxima a disolverse y liquidarse, o 

situación semejante que llevara a pensar que la 

mencionada señora le hubiera traspasado el 

inmueble en cuestión al hoy demandante guiada 

únicamente por el deseo de ocultar su patrimonio de 

otras personas, sin la intención real de desprenderse 

del bien…”1 

De lo anterior se desprende la validez del negocio 

jurídico realizado entre la señora MARUJA y su hijo DIEGO 

FERNADO. 

 No obstante, al ser atacada por la parte demandante 

por un requisito de validez, la norma legal descrita en el 

artículo 1458 de nuestro Código Civil, indica que para los 

bienes inmuebles cuyo valor exceda los 50 SMMLV, debe 

realizarse la insinuación ante Notario. Este requisito 

denominado por el legislador como la INSINUACIÓN, al igual 

que la prueba para acreditar el valor comercial no tienen 

tarifa legal y así lo ha confirmado la jurisprudencia en 

sentencia proferida por la Corte Suprema de Justicia Sala de 

Casación Civil que en sus consideraciones indico los 

siguiente: 

                                                           
1 Sentencia del 10 de agosto de 2020, página 18, radicado 2019-00028-00. Proceso Verbal Sumario. Dr. 
VICTOR FABIO DE LA TORRE VARGAS Juez 4 Civil Municipal hoy Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y 
Competencia Múltiple de Popayán 
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“…Ahora bien, en relación con el citado artículo 3°, 

incluido lo relativo al avalúo comercial del bien objeto de 

donación, la Corte corroboró que allí se estaba en 

presencia de una exigencia probatoria, frente a la cual no 

se había instituido una tarifa legal. En efecto, se dijo por 

esta Corporación que:  

"Es ostensible que ese precepto, no condicionó la 

acreditación que él mismo reclama, a un medio de 

convicción específico, sino que, por el contrario, respetó la 

regla general del artículo 187 del Código de Procedimiento 

Civil, consistente en que existe libertad probatoria para 

demostrar los hechos cuya comprobación demanda la ley, 

salvo que se trate de actos en relación con los se prevean 

'solemnidades', supuesto en el que deberán acatarse las 

respectivas formalidades. La aplicación del principio 

comentado en precedencia -libertad probatoria-, no debe 

confundirse con el valor demostrativo que corresponda 

asignarse a los elementos de juicio, aspecto éste de la 

prueba dentro del que se ubica el concepto de 'prueba 

fehaciente', utilizado en la norma a que se viene haciendo 

alusión, así como en las demás señaladas por el censor. 

Ahora bien, si 'fehaciente', según el Diccionario de la Real 

Academia de la Lengua Española, significa 'que hace fe, 

fidedigno', propio es entender que 'prueba fehaciente' es 

aquella que da fe de un hecho en forma fidedigna, esto 

es, sin margen de duda, plenamente, sin discusión. En tal 

orden de ideas, propio es colegir, entonces, que el 

legislador, en relación con el acto de la insinuación 

notarial, estableció como requisito que, al momento de 

decidirse sobre su concesión, el funcionario obligado a 

ello determine si ante él y para los fines de su 

otorgamiento, se demostró fehacientemente, esto es, sin 

duda, ni controversia de los interesados, para lo cual 

éstos contaban con total libertad probatoria, el valor 

comercial del bien que se va a transferir, que su dominio 

recae en el donante y que éste mantuvo en su poder 

activos patrimoniales suficientes para atender su congrua 

subsistencia. Ninguna otra puede ser la hermenéutica de 
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la norma en comento, pues toda formalidad impuesta por 

el legislador adquiere sentido solamente cuando se la 

conecta con la finalidad que ella persigue. Con otras 

palabras, si la escritura contentiva de la insinuación 

notarial debe contener la prueba fehaciente de las 

circunstancias advertidas en el artículo 3° del Decreto 

1712 de 1989, es porque, para la concesión de esa 

autorización, el notario debe tener plena convicción de 

que el precio comercial del bien a donar, supera el 

equivalente a 50 salarios mínimos legales mensuales, que 

es el tope previsto en el artículo 1° de la misma 

compilación legal; que la propiedad del respectivo 

inmueble está en cabeza del donante; y que éste, como 

sus dependientes económicos y acreedores, no van a 

resultar negativamente afectados con la donación. El 

entendimiento que de la norma analizada se deja 

consignado, descarta que, en el caso sub lite, el Tribunal 

hubiese incurrido en el desacierto jurídico que se le 

imputó en el cargo primero, pues no es verdad, como 

equívocamente lo planteó el recurrente, por una parte, que 

el carácter de 'prueba fehaciente' en ella previsto, niegue 

la 'libertad probatoria' que esa Corporación reconoció que 

tenían los interesados en la insinuación notarial, para 

demostrar las circunstancias advertidas en el precepto de 

que se trata; y, por otra, que la única forma como podía 

atenderse esa carga legal, era con la prueba documental. 

(CSJ SC 10169-2016)”. 

Vistas así las cosas, se tiene que, en este caso, el 

Tribunal desatendió el genuino sentido del referido 

artículo 3° valga anotar, lo interpretó equivocadamente, al 

exigir una prueba específica para acreditar el valor 

comercial del predio donado, porque como se reseñó, el 

legislador no impuso allí una tarifa legal de prueba, 

quedando en libertad los contratantes para aportar los 
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medios demostrativos para llevar al pleno o fehaciente 

convencimiento de lo declarado sobre dicho aspecto.” 2. 

Lo anterior quiere decir que para la insinuación solo se 

requiere un medio de convicción fehaciente y certero como es 

la asistencia de las partes de manera presencial ante el 

Notario Primero del Circulo de Popayán, como lo hicieron la 

señora MARUJA MARIN DE PATIÑO y su hijo DIEGO 

FERNANDO PATÍÑO MARIN, quienes demostraron que el 

precio del inmueble era por un valor de $109.462.000, 

verificado con el “AVALUÓ IGAC”, tal como consta en las 

escrituras. Ante esta insinuación procedió el Notario Primero 

de Popayán a la verificación de la capacidad, voluntad, el 

acuerdo y la licitud del objeto. Con ello, se suplió este 

requisito normativo de cuya resulta fue la expedición de las 

respectivas escrituras públicas, dando cumplimiento a lo 

establecido en los artículos 1457 y 1458 del Código Civil 

Colombiano. 

Otro rasgo importante es reconocer la voluntad y el 

acuerdo de las partes, donde la señora MARUJA hizo 

tradición a su hijo DIEGO FERNANDO, del bien objeto de 

esta Litis con el acuerdo verbal de cancelar todos los 

gravámenes que pesaban sobre el inmueble como era el de 

pagar las deudas de impuesto predial, pagar el gravamen de 

hipoteca, aunado al gravamen de realizar todas las 

adecuaciones de manteniendo, reconstrucción y 

construcciones nuevas que el bien requiriera. Gravámenes 

que se cumplieron a satisfacción de la donataria señora 

MARUJA, quien disfruto del uso goce y usufructo hasta su 

muerte.  

En consecuencia, se dio aplicación a lo normado en el 

artículo 1462 del Código Civil, que expresa: 

“Sobre las donaciones en que se impone al 

donatario gravamen pecuniario o que puede 

apreciarse en una suma determinada de dinero, no 

                                                           
2 Sentencia SC-5131-2020-radicado 11001-31-03-031-2004-00250-01 del 15 de diciembre de 2020. MG. 
ALVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil. 
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están sujetas a insinuación sino con descuento del 

gravamen”. 

De donde se infiere que el contrato realizado por la 

señora MARUJA y su hijo DIEGO FERNANDO, no requería de 

insinuación, aunque dicho requisito fue cumplido con la 

presentación personal que hicieron ante el Notario y la 

presentación del avalúo “IGAC”.  

Para su prueba téngase a las voluntades contenidas en 

la escritura 3.083 del 28 de diciembre de 2012 y su adicción 

en la escritura 673 del 11 de abril de 2018 que se anexan.  

CUARTA. 

Su señoria a la vez solicito sea admita la “EXCEPCIÓN DE 

VOLUNTAD Y QUERER DE LA LIBRE DISPOSICIÓN DE 

LOS BIENES”. En razón a que la donante señora MARUJA 

MARÍN DE PATIÑO (qepd) no requería autorización para 

efectuar la aludida donación, por gozar del conocimiento, la 

capacidad y voluntad del libre arbitrio y disposición de sus 

bienes como los dispone el artículo 1798 del Código Civil. En 

consecuencial la intención de este negocio jurídico se 

desprende del amor y benevolencia de una madre, que vio en 

DIEGO FERNANDO PATIÑO MARIN como el hijo más 

desprotegido y más necesitado, habida vez que sus demás 

hermanos gozaban de una estabilidad económica y familiar. 

Tan claro es que, de esta manera quedo establecido en el 

análisis considerativo de la sentencia del 10 de agosto de 

2020, radicado 2019-00228-00 proferida por el Juzgado 

Segundo de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de 

Popayán que indico:  

“…La verdadera intención de maruja Marín de Patiño 

y Diego Fernando Patiño Marín al realizar el acto de 

compraventa sobre el inmueble objeto de litigio 

obedeció a una donación que remediaría la precaria 
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situación y que imposibilitara la reclamación del 

señor Antonio Patiño Marín”.3 

En vista de ello, la nulidad relativa se debió al 

desconocimiento de los contratantes de determinar 

claramente que el negocio jurídico era una donación y no un 

contrato de compraventa. Hecho que no es objeto de 

oposición sino de reconocimiento y ratificación por la parte 

demandante, pero atacada por requisitos de validez.  

En consecuencia, al ser un acto jurídico legalmente 

valido, al ser reconocido y ratificado por la parte demandante 

como una donación. La nulidad relativa del contrato de 

compraventa queda subsanada por extinción por muerte de 

una de las partes y por ratificación expresa y tácita de 

terceros con algún interés. Ante esto, no existen elementos 

facticos que indiquen sobre una nulidad absoluta del negocio 

de DONACIÓN. 

Para su prueba téngase a las voluntades contenidas en 

la escritura 3.083 del 28 de diciembre de 2012 y 673 del 11 

de abril de 2013, y copia de la Sentencia del 10 de agosto de 

2020, proferido por el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas 

y Competencia Múltiple de Popayán, dentro del proceso 2019-

00028-00, que se anexan. 

QUINTA. 

Su señoria a la vez solicito sea admita la “EXCEPCIÓN DEL 

SANEAMIENTO DE LA NULIDADES QUE PUDIERA 

CONTENER EL NEGOCIO JURIDICO.” En consideración a 

que el Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencia 

Múltiple de Popayán declaro una nulidad relativa del contrato 

de compraventa no por la validez del negocio sino por haberse 

demostrado la verdadera intención del acto jurídico por parte 

de la señora MARUJA y su hijo DIEGO, quienes 

protocolizaron el negocio como una COMPRAVENTA, pero 

que en realidad se trataba de una DONACIÓN, por 

consiguiente, dicha nulidad ha sido subsanada por el paso 

                                                           
3 Sentencia del 10 de agosto de 2020, página 18, radicado 2019-00028-00. Proceso Verbal Sumario. Dr. 
VICTOR FABIO DE LA TORRE VARGAS Juez 4 Civil Municipal hoy Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y 
Competencia Múltiple de Popayán 
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del tiempo y por extinción al haber fallecido la donante 

señora MARUJA. Aún más por el reconocimiento expreso y 

tácito de ratificación de terceros con algún interés, como lo 

hizo la parte del demandante en el contenido de su escrito de 

demanda. 

 Dicho de otra manera, el negocio jurídico de 

DONACIÓN, no está inmerso en ninguna nulidad absoluta 

por haberse surtido con los requisitos legales y respeto a la 

nulidad relativa del contrato de compraventa se subsano 

automáticamente por la muerte de una de las partes 

integrantes del negocio (Sra. MARUJA). A su vez como reitero, 

por la ratificación de manera expresa y tacita que hace el 

señor ANTONIO JOSE PATIÑO MARÍN en su escrito de 

demanda. 

Para su prueba téngase los apartes de lo ratificado en el 

hecho 9 de la demanda que dice: 

“…movida por ese amor de madre, donde se pretendió 

ocultar una DONACIÓN, maquillándola con una supuesta 

“COMPRAVENTA” …” 

Para su prueba téngase los apartes de lo ratificado en el 

hecho 19 de la demanda que dice: 

“…Ya develado el “NEGOCIO” real que se llevó a cabo 

entre el Demandado Sr. DIEGO FERNANDO PATIÑO MARÍN 

y su extinta madre Sra. MARUJA MARÍN DE PATIÑO 

(q.e.p.d), se debe probar ahora que esta “DONACIÓN” …”. 

 Y téngase como prueba los apartes ratificados en la 

pretensión primera de la demanda que dice: 

 “…en vista a que ya hubo una Sentencia del Juzgado 

Segundo (2°) de Pequeñas Causas y Competencias 

Múltiples de esta ciudad, con radicado No. 

19001400300420190022800, donde se DECLARO la 

NULIDAD RELATIVA de la “COMPRAVENTA” llevada a cabo 

en la Escritura Pública 3.083 de fecha 28 de diciembre de 

2.012 y protocolizada en la Notaria Primera (1ª) del 
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Circuito de Popayán (C), este acto paso a ser una 

DONACIÓN …” 

Además, téngase como prueba copia del registro de 

defunción de la señora MARUJA MARÍN DE PATIÑO quien 

sería la primera llamada al saneamiento de la nulidad relativa 

del contrato de compraventa, por tanto, dicha nulidad 

relativa quedo subsanada por extinción de una de las partes. 

SEXTA. 

Su señoria solicito la aplicación de la “EXCEPCIÓN DE 

PRESCRIPCIÓN Y CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 

RESCISORIA”, por carencia del demandante y de terceros de  

la legitimidad en la causa, al no ser parte como DONANTE o 

como DONATARIO O POR LA PÉRDIDA DE LA 

OPORTUNIDAD QUE LES ASISTÍA A TERCEROS, teniendo 

en cuenta su inactividad sin haberla ejercido conforme los 

dispone los artículos 1750, 1751 del código civil colombiano, 

en donde la norma dispone de un periodo de cuatro años 

para imprecar la acción rescisoria aplicable para este asunto 

y según la pretensión principal, acción que no fue surtida en 

su tiempo legal por tanto  se solicita sea declarada por parte 

de su señoria. 

Es necesario recalcar que no es viable alegar 

desconocimiento del demandante de ejercer oposición al 

negocio jurídico dado los hechos notorios como las acciones 

de ánimo de señor y dueño del señor DIEGO FERNANDO 

PATIÑO MARIN, que eran de amplio conocimiento por todas 

las personas incluyendo sus hermanos y por el hoy 

demandante, aún más que el señor DIEGO dispuso como 

administrador del bien al señor CARLOS JAVIER BRAVO 

RESTREPO, debido a que actualmente reside fuera del país. 

Actividades propias de una persona propietaria como lo es el 

de velar por el mantenimiento, conservación, explotación 

económica, pago de impuestos, pago de gravámenes y 

asumiendo todas las cargas que implica ser dueño de un bien 

inmueble.  

Para probar la caducidad la acción rescisoria téngase 

como prueba las escrituras 3.083 del 28 de diciembre de 
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2012 y 673 de abril de 2013, en donde se puede evidencia 

que han pasado 10 años sin que se haya ejercido ninguna 

acción. Además, téngase como prueba copia del registro civil 

de defunción de indicativo serial 08919179 en donde se 

certifica que la señora MARUJA MARÍN DE PATIÑO murió el 

10 de noviembre de 2015, lo que implica que a la fecha han 

pasado 7 años sin que se ejerciera la acción rescisoria. 

A su vez han pasados 9 años en que se realizó una 

adicción de escritura (673 del 11 de noviembre de 2013) y 

en donde se requirió una serie de estudios y toma de 

medidas, que realizó personal idóneo y que contó con la 

atención y presencia del hoy demandante, ingreso que era 

necesario para el estudio estructural y toma de medidas, 

identificación de zonas comunes entre otros. 

 También téngase como prueba copia del recibo de 

acueducto y copia del recibo del impuesto predial que llega de 

manera constante y física al inmueble del que tomo posesión 

irregular el señor ANTONIO JOSE PATIÑO MARÍN (hoy 

demandante), en donde aparece claramente el nombre del 

propietario o sea el del señor DIEGO FERNANDO PATIÑO 

MARÍN como titular de los derechos del bien DONADO. Lo 

que es un hecho notorio de amo señor y dueño.   

VI. RAZONES DE DERECHO 

Para argumentar los conceptos de improcedencia de los 

hechos y pretensiones de la demanda, también para dar 

mayor claridad y peso argumentativo de las excepciones de 

meritó propuestas, me permito exponer mis razones de 

derecho partiendo de 6 aristas que llevaran a la respuesta del 

siguiente planteamiento: 

¿Un negocio jurídico se afecta de nulidad absoluta por 

falta de un requisito al que no se le impone como prueba 

una tarifa legal? 

Para llegar a una respuesta del planteamiento 

desarrollare los siguientes puntos:  
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1. LA PREVALENCIA DE LA INTERPRETACIÓN DE LOS 

CONTRATOS.  

2. LA VALIDEZ INSTRUMENTAL DE LAS ESCRITURAS 

PÚBLICAS.  

3. LA INSINUACIÓN PARA LOS CONTRATOS DE 

DONACIÓN.  

4. LA VOLUNTAD, QUERER Y LIBRE DISPOSICIÓN DE 

LOS BIENES.  

5. EL SANEAMIENTO DE LAS NULIDADES Y  

6. LA PRESCRIPCION Y CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 

RESCISORIA.  

1. LA PREVALENCIA DE LA INTERPRETACIÓN DE LOS 

CONTRATOS. 

Sabedores de la dinámica cambiante del derecho, hoy en 

día no encontramos un catálogo taxativo de reglas o 

principios de interpretación de los contratos, diferente a los 

criterios generales que en todo caso llevan a respetar y 

cumplir la intensión y voluntad de las partes. En este sentido 

la doctrina y la jurisprudencia en ciertas ocasiones discute si 

la prevalencia es una regla de interpretación o una regla de 

inclusión, para ser utilizada como una herramienta para 

llenar el vacío normativo o tal vez para dirigirnos al espíritu 

de dicha disposición normativa. Pero es la voluntad la que en 

realidad se decanta como una regla interpretativa de 

prevalencia de las condiciones particulares sobre las 

generales. 

Indiscutiblemente nuestro Código Civil Colombiano no fue 

ajeno a dar prevalencia a la intensión y voluntad de las 

partes y es por ello que no las limito y dispuso que, conocida 

claramente la intensión de los contratantes, debe estarse a 

ella más que a lo literal de las palabras (artículo 1618 

Código Civil) y que en aquellos casos que no apareciera 

voluntad contraria, deberá estarse a la interpretación que 

mejor cuadre con la naturaleza del contrato (artículo 1621 

del Código Civil) y así lo hizo el señor Juez Segundo de 
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Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Popayán en la  

Sentencia Judicial del 10 de agosto de 2020, radicado 

2019-00228-00. 

Dicho lo anterior se puede inferir manifiestamente la 

intencionalidad de la señora MARUJA MARÍN DE PATIÑO 

(qepd) de DONAR a su hijo DIEGO FERNANDO PATIÑO 

MARÍN el bien y para ello se protocolizó en escritura pública 

3.083 del 28 de diciembre de 2012. Lo que a su vez lo 

confirma en un hecho cierto desprendido de sentencia 

judicial4 ya referida anteriormente y como un hecho ratificado 

por la parte con algún interese como el demandante en los 

hechos y pretensiones de la demanda. 

El hecho que dicho negocio se hiciera como una 

compraventa no fue producto de la mala fe, de una 

simulación, de un ocultamiento, de una manipulación, de un 

constreñimiento, ni de un engaño por parte de alguna de las 

partes como erróneamente lo quiere hacer creer el 

demandante, sino que fue producto del desconocimiento de la 

FIGURA DE LA DONACIÓN ENTRE VIVOS, toda vez que  las 

partes convinieron en que el señor DIEGO debía cumplir 

unos gravámenes como el de pagar todas las deudas, 

impuestos que pesaban sobre el inmueble, el de invertir unas 

sumas de dinero para adecuaciones locativas nuevas, 

arreglos, mantenimientos, y disponer que el uso y usufructo 

quedaría a disposición de la señora MARUJA hasta su 

muerte. Gravámenes que cumplido a cabalidad. 

Por consiguiente, no existe elementos que vicien de 

nulidad absoluta el negocio jurídico hoy decantado y 

ratificado como DONACIÓN. En razón a que fueron surtidos y 

comprobados los elementos de su configuración por parte del 

Notario, que dio fe de ello. 

                                                           
4 Sentencia del 10 de agosto de 2020, página 18, radicado 2019-00028-00. Proceso Verbal Sumario. Dr. 
VICTOR FABIO DE LA TORRE VARGAS Juez 4 Civil Municipal hoy Juzgado Segundo de Pequeñas Causas 
y Competencia Múltiple de Popayán “…La verdadera intención de maruja Marín de Patiño y Diego 
Fernando Patiño Marín al realizar el acto de compraventa sobre el inmueble objeto de litigio obedeció a 
una donación que remediaría la precaria situación y que imposibilitara la reclamación del señor Antoni 
Patiño Marín. 
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2. LA VALIDEZ INSTRUMENTAL DE LAS ESCRITURAS 

PÚBLICAS. 

Según lo determina la Ley 588 de 2000, reglamentario del 

ejercicio de la actividad notarial, que le da al Notario una 

connotación de ser una persona que presta un servicio 

público que implica el ejercicio de la fe pública. De ello, que 

entre sus funciones está la de expedir instrumentos donde se 

asientan en folios uno o varios hechos presenciados por él, 

como lo son los negocios jurídicos, dando fe y revistiendo 

dicho instrumento de las formalidades legales, producto del 

cual se expiden las escrituras públicas, a las cuales se les 

debe dar la publicidad ante la oficina de registros públicos 

como lo reglamenta la Ley 1579 de 2021. Agotados estos 

pasos se da por valido la tradición de los derechos y demás 

atribuciones. 

Por tanto, la señora MARUJA MARÍN DE PATIÑO y su hijo 

DIEGO FERNANDO PATIÑO MARÍN celebraron un negocio 

valido, de la que dio fe el Notario Primero de Popayán, en 

donde él, constató la capacidad, voluntad, el querer, la 

insinuación del valor manifestado por las partes y la licitud 

del objeto. Dando origen a un instrumento público 

protocolizado en la escritura 3.083 del 28 de diciembre de 

2012, con su debido registro en las oficinas de instrumentos 

públicos, requisito “sine qua non”, indispensable para dar 

publicidad a la tradición del dominio de los bienes raíces y de 

los demás derechos reales constituidos en ellos. 

 Las partes dieron riguroso cumplimiento a estos 

requisitos, es por eso que la donación no adolece de ningún 

tipo de nulidad. Por lo tanto, no es dable alegar nulidad 

absoluta ni solicitar su cancelación. En cambio, si le es 

aplicable la validez, la certeza de la obligación de lo que en 

ella se expresó, de su intensión y de las obligaciones que 

emanaron, que hoy en día dan seguridad de ser un contrato 

legalmente constituido. 
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3. LA INSINUACIÓN PARA LOS CONTRATOS DE 

DONACIÓN 

La insinuación para la donación de inmuebles que 

superaran los 50 S.M.L.M.V., está reglamentada por el 

artículo 1 del Decreto 1712 de 1989 que modificó el 

artículo 1458 del código civil. Norma que dejo un vacío legal 

donde no se determinó una tarifa legal como prueba para tal 

fin. Y ante esto, la jurisprudencia ha decantado que esta se 

suple con la presencia de las partes ante el notario y con la 

insinuación del valor del inmueble ya sea con el “AVALUÓ 

IGAC”, o con un avaluó comercial5. Es así como en las 

consideraciones la Corte Suprema de Justicia indico los 

siguiente: 

“…Ahora bien, en relación con el citado artículo 3°, 

incluido lo relativo al avalúo comercial del bien objeto de 

donación, la Corte corroboró que allí se estaba en 

presencia de una exigencia probatoria, frente a la cual no 

se había instituido una tarifa legal. En efecto, se dijo por 

esta Corporación que:  

"Es ostensible que ese precepto, no condicionó la 

acreditación que él mismo reclama, a un medio de 

convicción específico, sino que, por el contrario, respetó la 

regla general del artículo 187 del Código de Procedimiento 

Civil, consistente en que existe libertad probatoria para 

demostrar los hechos cuya comprobación demanda la ley, 

salvo que se trate de actos en relación con los se prevean 

'solemnidades', supuesto en el que deberán acatarse las 

respectivas formalidades. La aplicación del principio 

comentado en precedencia -libertad probatoria-, no debe 

confundirse con el valor demostrativo que corresponda 

asignarse a los elementos de juicio, aspecto éste de la 

prueba dentro del que se ubica el concepto de 'prueba 

fehaciente', utilizado en la norma a que se viene haciendo 

alusión, así como en las demás señaladas por el censor. 

Ahora bien, si 'fehaciente', según el Diccionario de la Real 

                                                           
5 Sentencia SC5131-2020-radicado 11001-31-03-031-2004-00250-01 del 15 de diciembre de 2020 – MG. 
ALVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Civil 
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Academia de la Lengua Española, significa 'que hace fe, 

fidedigno', propio es entender que 'prueba fehaciente' es 

aquella que da fe de un hecho en forma fidedigna, esto 

es, sin margen de duda, plenamente, sin discusión. En tal 

orden de ideas, propio es colegir, entonces, que el 

legislador, en relación con el acto de la insinuación 

notarial, estableció como requisito que, al momento de 

decidirse sobre su concesión, el funcionario obligado a 

ello determine si ante él y para los fines de su 

otorgamiento, se demostró fehacientemente, esto es, sin 

duda, ni controversia de los interesados, para lo cual 

éstos contaban con total libertad probatoria, el valor 

comercial del bien que se va a transferir, que su dominio 

recae en el donante y que éste mantuvo en su poder 

activos patrimoniales suficientes para atender su congrua 

subsistencia. Ninguna otra puede ser la hermenéutica de 

la norma en comento, pues toda formalidad impuesta por 

el legislador adquiere sentido solamente cuando se la 

conecta con la finalidad que ella persigue. Con otras 

palabras, si la escritura contentiva de la insinuación 

notarial debe contener la prueba fehaciente de las 

circunstancias advertidas en el artículo 3° del Decreto 

1712 de 1989, es porque, para la concesión de esa 

autorización, el notario debe tener plena convicción de 

que el precio comercial del bien a donar, supera el 

equivalente a 50 salarios mínimos legales mensuales, que 

es el tope previsto en el artículo 1° de la misma 

compilación legal; que la propiedad del respectivo 

inmueble está en cabeza del donante; y que éste, como 

sus dependientes económicos y acreedores, no van a 

resultar negativamente afectados con la donación. El 

entendimiento que de la norma analizada se deja 

consignado, descarta que, en el caso sub lite, el Tribunal 

hubiese incurrido en el desacierto jurídico que se le 

imputó en el cargo primero, pues no es verdad, como 

equívocamente lo planteó el recurrente, por una parte, que 

el carácter de 'prueba fehaciente' en ella previsto, niegue 

la 'libertad probatoria' que esa Corporación reconoció que 
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tenían los interesados en la insinuación notarial, para 

demostrar las circunstancias advertidas en el precepto de 

que se trata; y, por otra, que la única forma como podía 

atenderse esa carga legal, era con la prueba documental. 

(CSJ SC 10169-2016)”. 

Vistas así las cosas, se tiene que, en este caso, el 

Tribunal desatendió el genuino sentido del referido 

artículo 3° valga anotar, lo interpretó equivocadamente, al 

exigir una prueba específica para acreditar el valor 

comercial del predio donado, porque como se reseñó, el 

legislador no impuso allí una tarifa legal de prueba, 

quedando en libertad los contratantes para aportar los 

medios demostrativos para llevar al pleno o fehaciente 

convencimiento de lo declarado sobre dicho aspecto.” 

 Por lo anteriormente descripto por la jurisprudencia, las 

partes al hacer presencia ante el notario si cumplieron con el 

requisito de insinuación y optaron para demostrar el valor del 

inmueble con la prueba documental del “AVALUÓ IGAC” 

como esta expresado en las escrituras. Por consiguiente, no 

pesa sobre el negocio jurídico ninguna clase de nulidad 

absoluta. 

Indiscutiblemente la señora MARUJA y su hijo DIEGO 

para este negocio jurídico decidieron por insinuar ante el 

Notario el valor del inmueble determinado en la suma de 

$109.462.000., y como se dijo anteriormente lo hicieron de 

forma presencial presentando ante el notario el “AVALUÓ 

IGAC” y de ello se dio fe, dando como resultado la expedición 

de las respectivas escrituras públicas 3.083 del 28 de 

diciembre de 2012. 

No obstante, aunque las partes suplieron el requisito de 

la insinuación, al hacer presencia ante el notario para que 

fuera constatado el valor, las voluntades, el querer, la 

capacidad y el objeto licito. La insinuación no era un 

elemento fundamental para este negocio en particular dado 

que entre la señora MARUJA y su hijo se llegó a un acuerdo 

verbal consistente en que sobre dicho inmueble pesaría el 

gravamen que debería cumplir DIEGO FERNANDO, como era 
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el saneamiento de las deudas que pesaban sobre el inmueble 

como el pago de impuestos, arreglos y adecuaciones nuevas, 

mantenimiento y que el uso, goce y usufructo seria para 

beneficio de la señora MARUJA hasta su muerte, cosa que así 

sucedió. Por tanto, el señor DIEGO FERNANDO cumplió a 

cabalidad ese gravamen convenido. De donde resulta que a 

este negocio jurídico le es aplicable el artículo 1462 del 

Código Civil, que dispone que las donaciones en que se 

impone al donatario un gravamen pecuniario o que puede 

apreciarse en una suma determinada de dinero, no está 

sujeta a la insinuación sino con descuento del gravamen. 

4. LA VOLUNTAD, QUERER Y LIBRE DISPOSICIÓN DE 

LOS BIENES. 

Es de amplio conocimiento que la voluntad es la principal 

fuente de las obligaciones. De ahí que la autonomía y 

voluntad de la libre disposición de los bienes irradiada del 

artículo 16 de nuestra norma constitucional que concede el 

derecho al libre desarrollo de la personalidad como también 

del artículo 58 que garantiza el derecho de la propiedad 

privada de donde se desprende el reconocimiento de la 

posibilidad de obrar según la voluntad siempre que no atente 

contra el orden jurídico.  

 Es así que, la señora MARUJA MARÍN DE PATIÑO (qepd), 

hizo uso de sus derechos fundamentales optando por la 

potestad que le asistía de disponer de sus bienes y bajo esta 

facultad del querer, entrego la tradición del inmueble a su 

hijo DIEGO FERNANDO, de la misma forma que ella la 

recibió de sus padres, más aún en razón a que no requería 

autorización para efectuar la aludida donación, por gozar del 

conocimiento, la capacidad, voluntad y querer del libre 

arbitrio para disponer de su bien, sin tener que rendirle 

cuentas a nadie por su estado de viudez por ende no 

violatorio del artículo 1798 del Código Civil. 

En consecuencia, la intención de este negocio jurídico se 

desprende del amor y benevolencia de una madre, que vio en 

DIEGO FERNANDO PATIÑO MARIN como el hijo más 
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desprotegido y más necesitado, habida vez que sus demás 

hermanos gozaban de una estabilidad económica y familiar.  

En consecuencia, al ser un acto jurídico legalmente 

valido, al ser reconocido por la parte demandante como una 

donación, al ser una facultad de la voluntad y libre 

disposición que la difunta MARUJA. Está libre de cualquier 

nulidad absoluta. 

5. EL SANEAMIENTO DE LAS NULIDADES 

Nuestro Código Civil estableció claramente las reglas sobre 

las nulidades e hizo una distinción respecto de la nulidad 

absoluta siendo uno de sus principales elementos la 

determinación de la incapacidad o de tratarse sobre un objeto 

ilícito o contrario a una norma imperativa a menos que la ley 

disponga otra cosa, lo demás vicios los considero como 

nulidades relativas (artículo 1741 del Código Civil). 

Es por ello que a su vez la normatividad dispuso que las 

nulidades relativas se sanean por la ratificación de las partes 

o el paso del tiempo. 

  Ante ello el hecho que la señora MARUJA y su hijo 

DIEGO FERNANDO dieron cumplimiento a todos los 

requerimientos legales y cumpliendo los requisitos de validez, 

como los son la voluntad, la capacidad, el querer, la 

intensión, la causa y el objeto licito, la insinuación, de lo cual 

dio fe el notario que escogieron para tal fin, de donde se 

desprende que el negocio jurídico no ofrece dudas y esté libre 

de alguna nulidad absoluta como lo quiere hacer creer 

erróneamente la parte demandante.  

En cuanto al error que género en una sentencia judicial de 

nulidad relativa del contrato de COMPRAVENTA realizado 

entre la señora MARUJA y su hijo DIEGO FERNANDO, por 

determinarse que la verdadera intención era la de un contrato 

de DONACIÓN, esté, debe ser saneado por las partes con la 

ratificación, pero es de amplio conocimiento del fallecimiento 

de la Sra. MARUJA, por tanto, se extinguió a su vez la 

nulidad relativa. 
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 Con respeto a las nulidades relativas del interés de 

terceros se indica que se subsanan con la ratificación expresa 

o tácita como lo indica el artículo 1752 del Código Civil, para 

lo cual se dio también ese presupuesto toda vez que el 

demandante reconoce de manera expresa en el contenido de 

la demanda que entre la señora MARUJA y el señor DIEGO 

FERNANDO, se llevó a cabo un negocio de DONACIÓN. 

6. LA PRESCRIPCION Y CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 

RESCISORIA 

Nuestro Código Civil dispone la procedencia y los plazos de 

la acción rescisoria para evitar la inseguridad jurídica y para 

castigar la inactividad del actor, es así como está contenido 

en el artículo 1750 un plazo de cuatro (4) años, que para el 

caso de los contratos deben ser contados a partir de la fecha 

del negocio jurídico, para poder ejercerse.  

Cabe agregar que la jurisprudencia ha sido más laxa o 

garantista, indicando que la fecha desde que comienza a 

contar el tiempo para la caducidad y para la prescripción, es 

la fecha del registro de las escrituras en instrumentos 

públicos prueba de ello lo confirma la sentencia SC-279 del 

15 de febrero del 20216, también así lo dispone el artículo 47 

de la Ley 1579 de 2012 que indica que  por regla general, 

ningún título o instrumento sujeto a registro o inscripción 

surtirá efectos respecto de terceros, sino desde la fecha de su 

inscripción o registro, lo que permite la oponibilidad como el 

fundamento de producir para las partes sus efectos jurídicos 

y como la garantía para terceros de ejercer la acción de 

excepcionar o contradecir dichos efectos jurídicos. 

Ante esto mal podría atacarse por parte de la parte 

demandante la nulidad absoluta si ya la acción rescisoria 

esta prescrita por caducidad y ante lo cual se solicita su 

declaratoria por parte de su señoria.  

                                                           
6 SC-279 del 15 de febrero del 2021radicado 11001-31-03-021-2004-00088-02, Corte Suprema de 
Justicia, sala de Casación Civil en ponencia del magistrado OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE 
“…<[p]or regla general ningún título o instrumento sujeto a registro o inscripción surtirá efectos respecto 
de terceros, sino desde la fecha de aquel>, como igualmente hoy lo indica el artículo 47 de la Ley 1579 de 
2012…” 
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Asimismo, toda nulidad relativa decretada esta subsanada 

por extinción debido a la muerte de una de las partes (Sra. 

MARUJA) y en cuanto a intereses de terceros también se 

encuentra en la esfera de la prescripción aún más que se ha 

surtido la ratificación expresa y tácita del demandante. 

Para concluir con el desarrollo de las aristas expuestas en 
las razones de derecho me es dable indicar que el negocio 
jurídico decantado como  DONACIÓN celebrado entre la 
extinta señora MARUJA MARÍN DE PATIÑO y su hijo DIEGO 
FELIPE PATIÑO MARÍN, no está inmerso en ninguna nulidad 
absoluta que invalide sus efectos jurídicos, toda vez que las 
partes cumplieron con los requisitos de la insinuación con su 
presencia y con la presentación del avalúo IGAC ante el 
Notario escogido, quien dio fe de todo ello y de los 
presupuestos de validez que debía contener este negocio 
jurídico. De la misma manera la insinuación para esta clase 
de actos no requiere de una tarifa legal como lo indico la 
Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Civil, en la 
sentencia SC - 5131-2020-radicado 11001-31-03-031-
2004-00250-01 del 15 de diciembre de 2020 (Mg. Álvaro 
Fernando García Restrepo), en razón a que, según las 
consideraciones de esta Alta Corte: la insinuación es un 
elemento de convicción que se demuestra ante el notario, 
con la presencia de las partes quienes revelaran  el valor 
del bien inmueble optando por el avalúo “IGAC” o con el 
avalúo comercial. 

En consecuencia, la respuesta al planteamiento es que, 
ningún negocio jurídico se afecta de nulidad absoluta cuando 
no pesa sobre él una prueba con tarifa legal, porque le asiste 
la libertad probatoria. 
 De manera que de nada valdría adentrarnos en el 
desarrollo litigioso que desgastaría la labor judicial hoy en si 
más que congestionada. Por lo que es dable el fallo del 
Despacho a favor de la parte demandada acogiendo las 
excepciones, las pretensiones y las pruebas presentadas. 
 

VII. PRETENSIONES DE LA PARTE DEMANDADA 

1. Ruego a su señoria DECLARAR PROBADAS todas las 

excepciones presentadas con las pruebas aportadas y acoger 

la tesis planteada por la parte demandada en las razones de 
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derecho y proceder de conformidad al numeral 3 del artículo 

443 del Código General del Proceso. 

2. Ruego a su señoria DECRETAR el levantamiento de la 

inscripción de medidas cautelares, el levantamiento del 

embargo y demás que pesan sobre el inmueble objeto de esta 

Litis distinguido con la matricula inmobiliaria 120-52048 

propiedad del señor DIEGO FERNANDO PATIÑO MARÍN, 

CC# 76.312.701 y que fueron solicitadas por la parte 

demandante. Para ello respetuosamente solicito se ordene por 

secretaria oficiar a la oficina de instrumentos públicos de esta 

ciudad. 

3. Solicito a su Despacho ORDENAR la restitución del 
inmueble por parte del señor ANTONIO JOSE PATIÑO 
MARIN a su verdadero dueño señor DIEGO FERNANDO 
PATIÑO MARÍN. 

 

VIII. PRUEBAS 

A. Pruebas Documentales que se adjuntan. 

Respetuosamente solicito sean decretadas las pruebas a 

favor de la parte demandada que se adjuntan y las que se 

encuentren dentro del proceso, como las que se enumeran a 

continuación que conducen a probar las excepciones y a 

demostrar la ineficacia e improcedencia de la demanda de 

nulidad absoluta incoada por el señor JOSE ANTONIO 

PATIÑO MARÍN, como son: 

1. Copia de las escrituras 3.083 del 28 de diciembre de 2012 

y copias de su adicción en escrituras 673 del 11 de abril de 

2013. Prueba que es útil, necesaria, pertinente y conducente 

para probar que entre la señora MARUJA MARÍN DE PATIÑO 

y su hijo DIEGO FERNANDO PATIÑO MARÍN se celebró un 

negocio jurídico totalmente valido. A su vez como pruebas de 

las excepciones 1,2,3,4 y 6. 

2. Copia del registro civil de defunción de indicativo serial 

08919179 en donde se certifica que la señora MARUJA 

MARÍN DE PATIÑO murió en el año de 2015. Prueba que es 

útil, necesaria, pertinente y conducente para probar que la 
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señora MARUJA MARÍN DE PATIÑO falleció hace siete años, y 

para probar las excepciones 5 y 6. 

3. Copia del recibo de acueducto y certificación de 

actualización de datos del propietario del inmueble donde 

está instalado el servicio, copia del recibo de pago del 

impuesto predial. Documentos probatorios que son útiles, 

necesarios, pertinentes y conducentes para probar que el 

señor DIEGO FERNANDO PATIÑO DE MARÍN es el 

propietario del inmueble producto de esta Litis, y que nunca 

ha ocultado tal condición. Además, para probar la excepción 

sexta. 

4. Copia de la Sentencia Judicial del 10 de agosto de 2020, 

radicado 2019-00228-00 proferida por el Juzgado Segundo de 

Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de Popayán, para 

probar las excepciones 1, 2, y 4. 

B. Pruebas testimoniales 

Respetuosamente solicito sean decretadas y ordenadas 

las pruebas testimoniales de las personas que relaciono, las 

cuales son útiles, necesarias, pertinentes y conducentes para 

llenar de más razones a su Despacho, para un fallo favorable 

a la parte demandada. Así:  

I. Interrogatorio de parte al señor DIEGO FERNANDO 

PATIÑO MARÍN, CC# 76.316.363 de Popayán, residente en 

Miami Florida en 400 Gulf Stream Way Diana Beach 

FL33004, teléfono +18609495967, sin correo electrónico 

activo. 

II. Interrogatorio de parte al señor ANTONIO JOSE PATIÑO 

MARÍN, CC# 10.517.835 de Popayán. Se desconoce su 

correo electrónico. Para que responda cuestionario que se 

presentara el día de la audiencia.  

III. Testimonio del señor CARLOS JAVIER BRAVO 

RESTREPO, CC# 76.328.263 de Popayán, quien puede ser 

ubicado en la carrera 6 A # 5N-17, de esta ciudad o por 

intermedio de la parte demandada, y del que se desconoce su 
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correo electrónico. Para que conteste cuestionario que se 

presentara el día de la audiencia. 

IV. Las que el juzgado considere procedente para el 

esclarecimiento de la verdad. 

IX. ANEXOS 

 Poder para actuar 

 Documentación relacionada en el título VIII. 

PRUEBAS. Literal A. 

 

X. JURAMENTO ESTIMATORIO 

En relación al juramento estimatorio no me opongo, por 

ser el valor y la cuantía por la cual se realizó el negocio 

jurídico entre la señora MARUJA MARÍN DE PATIÑO y su hijo 

DIEGO FERNANDO PATIÑO MARÍN, establecido en la suma 

de $ 109.500.000.ooo. 

XI. TRAMITE Y COMPETENCIA 

En relación al trámite y competencia. Es su Despacho el 

competente para dirimir este litigio. 

XII. NOTIFICACIONES. 

El apoderado JHON JAIRO RESTREPO MARIN, a mi correo 
jhonja.1971@gmail.com (que se encuentra registrado en 
el SIRNA), o en la carrera 82N # 9-625 Popayán, teléfono 
3163888300,  

El demandado DIEGO FERNANDO PATIÑO MARÍN, por 
intermedio de su apoderado al correo 
jhonja.1971@gmail.com , o en Miami Florida en 400 Gulf 
Stream Way Diana Beach FL33004, teléfono +18609495967, 
sin correo electrónico activo. 
Con todo respeto me suscribo ante usted,  

 
 
Jhon Jairo Restrepo Marín 
C.C.# 94365034 DE Tuluá 
T.P. 371081 del C. S. J 
Email. jhonja.1971@gmail.com    /  Celular. 316388830  



jhonja.1971@gmail.com
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